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En este artículo se analizan cinco tipos de comercio interna-
cional basados en la ventaja comparativa que les proporciona
a los países subdesarrollados su dotación de recursos ambien-
tales. Se estudia, en primer lugar, la especialización de estos
países en la producción de bienes y servicios altamente conta-
minantes. Se recuerda la especialización convencional en la
producción y exportación de bienes que hacen uso intensivo
de recursos naturales. Luego se incorpora la explotación finan-
ciera de los servicios recreativos de los parques naturales, y la
explotación de la biodiversidad en el campo de la investiga-
ción farmacéutica. Se aborda la rentabilización de algunos
servicios ambientales de estos recursos que tienen el carácter
de bienes públicos y que, para traducirse en flujos financieros,
requieren algún tipo de acuerdo internacional, ya sea bilateral
o multilateral. En seguida, se considera el acceso de estos
países en pie de igualdad a una serie de recursos globales y
comunes, y, por último, el artículo se cierra con algunas con-
clusiones. Según ellas es difícil que las relaciones comerciales
entre países en desarrollo y desarrollados, que derivan de una
especialización apoyada en la dotación de recursos ambienta-
les y naturales, aporten alguna solución a los problemas de la
pobreza y la degradación ambiental. Sin embargo, una explo-
tación más eficiente, más imaginativa y, en definitiva, más so-
lidaria de estos recursos, podría contribuir en mucho mayor
medida a la resolución de estos dos graves problemas. Para
alcanzar eficiencia económica y social, en este caso, es preciso
contar con la colaboración de los países adelantados, dado el
carácter de bienes públicos de los recursos ambientales.
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Dos de los problemas más graves a los que se enfren-
ta la humanidad en las postrimerías del siglo XX es-
tán cada vez más entrelazados en una economía progre-
sivamente integrada: son el problema de la pobreza y
el problema del deterioro ambiental. Si bien es cierto
que la relación entre ambos está de sobra documenta-
da (Goodstein, 1995, cap. 19), desgraciadamente no pa-
rece que el propio proceso de crecimiento en las eco-
nomías subdesarrolladas, a medida que se produce,
asegure su solución. En efecto, los datos empíricos
muestran una evolución de los indicadores ambienta-
les en forma de U: los problemas tienden a agravarse
con el proceso de crecimiento hasta llegar a un punto
de inflexión, a partir del cual la calidad ambiental
comienza a mejorar. El quiebre en la tendencia se pro-
duce a distintos niveles de ingreso per cápita, según el
indicador que se analice: suele aparecer cuando se ha
alcanzado un nivel de ingreso per cápita similar al de
México (Grossman y Krueger, 1995). Es más, la me-
jora que se produce se circunscribe a los problemas
ambientales locales. En el caso de los de carácter glo-
bal, el proceso de crecimiento no parece traer este tipo
de posibles mejoramientos (Shafik, 1994). Es proba-
ble que ello se deba, por un lado, a razones vincula-
das a los patrones de consumo que acompañan al pro-
ceso de crecimiento en sí y, por otro, al hecho de que
esta dinámica se da en el marco de una economía cada
vez más integrada, en la cual las corrientes de comercio
internacional pueden estar facilitando este trasvase de
contaminación desde las economías más desarrolladas a
las más pobres. Esto es al menos lo que, desde un punto
de vista teórico, muestran los estudios que han incorpo-
rado las variables ambientales en los modelos de co-
mercio internacional (Copeland y Taylor, 1995a).
El presente artículo pretende mostrar que las ac-
tuales relaciones comerciales entre países subdesarro-
llados y desarrollados, fruto de una especialización
apoyada en la dotación de recursos ambientales y natu-
rales, difícilmente aportarán una solución a los proble-
mas de la pobreza y la degradación ambiental. Sin
embargo, una explotación más eficiente, más imagina-
tiva y, en definitiva, más solidaria de estos recursos,
podría contribuir en mucho mayor medida a resolver-
los. Para lograr eficiencia económica y social, en este
caso, se precisa la colaboración de los países adelan-
tados por el carácter de bienes públicos de los recur-
sos ambientales, pero redundaría en beneficio de to-
dos.
Analizaremos en este sentido cinco distintos tipos
de comercio internacional basados en la ventaja com-
parativa que les proporciona a los países subdesarro-
llados su dotación de recursos ambientales. Examina-
remos en la sección II el más obvio y cuestionado: la
especialización de estos países en la producción de
bienes y servicios altamente contaminantes, es decir,
en el dumping ecológico. En la sección III pasaremos
revista a la especialización convencional en la produc-
ción y exportación de bienes que hacen uso intensivo
de recursos naturales, tanto renovables como no reno-
vables. En ambos casos, la conclusión no es muy opti-
mista en cuanto a la capacidad de este tipo de intercam-
bios para resolver los problemas de la pobreza y la de-
gradación ambiental, globalmente considerados. En la
sección IV incorporaremos una posibilidad que está
adquiriendo importancia creciente, sobre todo para al-
gunos países: la explotación financiera de ciertos ser-
vicios vinculados con sus recursos naturales y ambien-
tales y, sobre todo, los servicios recreativos de los par-
ques naturales y la explotación de la biodiversidad en
la investigación farmacéutica. En la sección V, yendo
más allá de la frontera de los bienes privados1 —ya
muy borrosa en el segundo caso que se menciona en
la sección anterior—, abordaremos algo mucho más
prometedor: la rentabilización de algunos servicios am-
bientales ligados a estos recursos que tienen el carác-
  Se han presentado versiones preliminares del presente trabajo en
el Departamento de Economía de la Universidad de la República
(Montevideo, Uruguay), en la Universidad de Corrientes (Argenti-
na), en el 2° Simposium Internacional de Economía realizado en el
Instituto Tecnológico de Monterrey (México, D.F.), así como en el
Instituto para el Ecodesarrollo de la Región Amazónica Ecuatoria-
na (Quito), habiéndose enriquecido notablemente con los debates
consiguientes. Los autores quieren agradecer los comentarios reci-
bidos de J.M. Naredo (Fundación Argentaria, Madrid), de P. Biffani
(Ginebra), y de dos evaluadores anónimos. Finalmente, el presente
trabajo ha contado con una ayuda a la investigación otorgada por la
Subdirección General de Formación y Promoción del Conocimien-
to (Ministerio de Educación y Cultura, España).
1 Por los que se puede cobrar un precio, ya que en principio es
posible excluir de su disfrute a quien no paga.
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ter de bienes públicos y que, para traducirse en flujos
financieros, requieren de algún tipo de acuerdo inter-
nacional de carácter bilateral o multilateral. En la sec-
ción VI, en el mismo marco de los bienes públicos y
de la necesidad de acuerdos internacionales, nos de-
tendremos en el que probablemente sea el más pro-
misorio de los activos ambientales con que cuentan los
menos afortunados: su acceso en pie de igualdad a una
serie de recursos globales y comunes. Y en la sección
VII, por último, se formulan algunas conclusiones.
2 En efecto, mientras que algunos países subdesarrollados conside-
ran la preocupación ambiental de los países desarrollados en este
contexto como una maniobra para proteger su propia e ineficiente
estructura productiva, y no dudan en referirse abiertamente a la
existencia de un nuevo fenómeno, el “ecocolonialismo” (Rotillon y
Tazdaït, 1996), el mismo vocablo es utilizado para denunciar la
explotación de los recursos naturales de los países subdesarrollados
por parte de las grandes empresas multinacionales (Ross, 1996).
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El dumping ecológico
El dumping ecológico aparece cuando un determina-
do país permite que sus empresas coloquen la produc-
ción a un precio que no incluye la totalidad de los
costos marginales en que se ha incurrido —en este caso
dejando fuera ciertos costos ambientales— gracias a
una reglamentación más permisiva al respecto. A di-
ferencia del dumping convencional, para posibilitar el
ecológico se necesita intervención gubernamental, pero
el resultado es el mismo: la empresa ofrece su produc-
ción por debajo del costo, obviando en este caso un
impuesto pigouviano que hubiera igualado el costo
privado al costo marginal social (Rauscher, 1994). En
la esfera internacional, la posibilidad de que las regio-
nes más atrasadas se especialicen en la producción de
bienes altamente contaminantes es algo que no debe
sorprender: los modelos teóricos que simulan el com-
portamiento en los intercambios internacionales de dos
países representativos (el “Norte” y el “Sur”), desem-
bocan en esta especialización (Copeland y Taylor,
1995b). A pesar de que no siempre puede darse por
supuesta la racionalidad de este tipo de política comer-
cial bajo distintas circunstancias —Rauscher (1994)
muestra que no siempre la relajación de normativas
ambientales es la política más adecuada para fomen-
tar las exportaciones—, no cabe duda de que ésta es
una posibilidad contemplada por distintos países, y
objeto de fuertes polémicas.2
La variable que explica este patrón de especiali-
zación no es otra que la diferencia en los niveles de
ingreso per cápita y, por consiguiente, en las respecti-
vas demandas y ofertas de contaminación. Vale la
pena, sin embargo, tratar de analizar con más detalle
este punto, que a veces es presentado eufemísticamente
como resultante de una diferencia en los gustos de las
sociedades respectivas.
En efecto, el origen de la contaminación se en-
cuentra, fundamentalmente, en el proceso de produc-
ción, distribución y consumo de bienes y servicios.
Como la sociedad no parece dispuesta a prescindir
enteramente de los frutos del progreso en aras de un
entorno inmaculado, se plantea el problema de deter-
minar el grado de contaminación óptimo; es decir, el
punto en que los beneficios del proceso productivo (los
bienes y servicios que proporciona) sean exactamente
iguales a sus costos, incluidos los relativos al deterio-
ro ambiental. Esto puede ilustrarse con ayuda del grá-
fico 1. En su eje vertical se miden, en pesos, los cos-
tos de producir, por ejemplo, energía eléctrica, y los
beneficios que representa su consumo. En el eje hori-
zontal se mide la cantidad total de energía eléctrica
producida. Supongamos que las empresas productoras
se enfrentan a una estructura de costos creciente, de
tal manera que su curva de costos marginales (los
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costos de producir el último kW: CMge) tiene la for-
ma indicada en el gráfico. Por su parte, los beneficios
marginales que deriva la sociedad del consumo de
energía eléctrica (el beneficio que le reporta el último
kW consumido: BMg) son decrecientes, como muestra
el gráfico, ya que cada vez son menos acuciantes las
necesidades que se cubren con ellos. Si esto fuera todo,
la sociedad debería situarse en el punto A, ya que pres-
cindir de la producción de un kW (situarse ligeramen-
te a la izquierda de kW0) supondría un ahorro de cos-
tos inferior al beneficio al que se renuncia, y lo contra-
rio ocurriría si se produjera un kW adicional.
Sin embargo, éste no es el final de la historia: la
curva de costos analizada hasta ahora no refleja todos
los costos en los que incurre la sociedad para producir
(y distribuir) energía eléctrica, sino únicamente los que
afectan a la empresa: faltan, al menos, los costos am-
bientales. Conceptualmente, no hay ninguna dificultad
en introducirlos. Su efecto es de sobra conocido: se
añaden a los existentes, y desplazan la curva de cos-
tos marginales hacia arriba (CMgs). El cambio intro-
ducido es sencillo de interpretar: el nuevo punto ópti-
mo es ahora B, caracterizado por una menor produc-
ción y consumo de electricidad (kW1<kW0), y por lo
tanto menor contaminación, y un mayor precio al con-
sumidor final (P1>P0). Como es obvio, la magnitud del
impacto dependerá de la distancia entre la vieja y la
nueva curva de costos marginales (que no tienen por
qué ser paralelas: probablemente se separen cada vez
más, ya que los costos de la contaminación son cre-
cientes). En otras palabras, esta divergencia depende
del valor de los costos ambientales impuestos por la
contaminación sobre la sociedad. No resulta fácil me-
dir esta pérdida de bienestar, a pesar de la existencia
de una serie de métodos más o menos apropiados para
hacerlo (Azqueta, 1994). La Unión Europea, por ejem-
plo, ha completado la primera etapa de un ambicioso
proyecto de investigación (Proyecto ExternE) cuyo
objetivo es, precisamente, monetizar los costos gene-
rados por la contaminación ambiental en los distintos
ciclos de producción de energía eléctrica (Comunidad
Europea, 1995).3
Pero con independencia de las dificultades de
cálculo, algo sí queda claro en estos estudios: el valor
de la pérdida de bienestar originada por la contamina-
ción parece ser mayor cuanto mayor es el nivel de in-
greso de la población afectada. Esto es particularmente
evidente, por ejemplo, cuando se trata del impacto de
la contaminación sobre la vida y la salud de las perso-
nas, al aumentar por ejemplo las tasas de morbilidad
y mortalidad del colectivo afectado; el valor de una
“vida estadística” es menor, en términos generales,
cuanto menor es el ingreso de los sectores afectados.
Este es, precisamente, el argumento que justificaría el
dumping ecológico; dado que los países o regiones más
atrasados tienen un menor nivel de ingreso, el costo de
la pérdida de calidad ambiental es en ellos menor (la
curva de costos marginales se desplaza hacia arriba en
menor medida) y, por tanto, la producción de bienes
altamente contaminantes resultaría más barata. En
definitiva, parecería que el deterioro del medio ambien-
te causaría una menor pérdida de bienestar en los paí-
ses o regiones pobres que en los ricos, y eso les daría
una ventaja comparativa. De ser cierto lo anterior, la
producción y exportación de bienes y servicios de alta
contaminación se justificaría, en principio, siempre y
cuando ésta fuera estrictamente local (de otro modo se
estarían generando externalidades negativas en contra
de quienes no se benefician del proceso) y limitada en
el tiempo, no acumulativa, ya que de no ser así se
estaría actuando en contra de las generaciones futuras.4
Sin embargo, y como resulta obvio, el argumen-
to es demasiado problemático como para ser aceptado
sin más:
i) El hecho de que la contaminación “valga”
menos entre los estratos desfavorecidos de la población
se explica porque la mayoría de los métodos emplea-
dos para descubrir el valor del daño causado, lo que
hacen es intentar averiguar si la gente está dispuesta a
pagar por evitarlo. Ahora bien, como es de sobra co-
nocido, lo que uno está dispuesto a pagar por algo de-
3 Este proceso de valoración de los activos ambientales (o de su
pérdida) supone reducirlos a la categoría de mercancías. No es que
haya nada intrínsecamente malo en las mercancías: sólo que la re-
lación que establece la persona con respecto a ellas (y que se tra-
duce en el hecho de que estaría dispuesta a cambiarlas por la can-
tidad de dinero que mantuviera su nivel de bienestar inalterable)
no es la que mucha gente consideraría adecuada para representar
las relaciones del ser humano con la naturaleza (Anderson, 1993,
cap. 9). En otras palabras, la valoración convencional se mueve en
el campo de los valores de cambio, dejando fuera, entre otros, los
“valores no compensables” que podrían ser modelizados a través
de un orden lexicográfico, pero no monetario (Lockwood, 1997).
Volveremos sobre este punto al final del trabajo.
4 No es del todo válido el argumento de que se podría compensar a
las generaciones futuras con la inversión en su favor de parte co-
rrespondiente de los beneficios generados en el proceso, sustitu-
yendo capital natural por capital producido; no siempre es posible
esta sustitución, y nadie les ha preguntado, ni puede hacerlo, si
estarían de acuerdo con ella. Es más, no tendría sentido hacerlo,
porque son ellas las que van a ser sustituidas: va a ser un distinto
grupo de personas el que formará parte de la generación futura si se
contamina, que el que la hubiera formado si no se contamina. Es-
tamos en presencia del llamado “problema de la indeterminación”
(Elliot, 1995, p. 3), que el análisis económico convencional sortea
gracias a que en el marco de la filosofía utilitarista que le subyace,
lo que importa es la suma total de placeres y dolores, con indepen-
dencia de los sujetos particulares que los experimenten.
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pende, entre otras cosas, de lo que uno puede pagar (la
demanda de un bien depende del ingreso de la perso-
na), y como los que no tienen no pueden pagar, la
degradación ambiental vale menos. El problema, por
lo tanto, es paralelo al del trabajo infantil en los paí-
ses subdesarrollados; sin pretender defender posturas
que tienen mucho de hipócritas, lo cierto es que apo-
yar un proceso de crecimiento en elementos como los
mencionados no sólo puede considerarse una verifica-
ción clamorosa de nuestro fracaso como sociedad.
Sacrificar la salud tanto física como mental de la po-
blación más desfavorecida no debería ser la solución
al problema de la pobreza. La “ventaja comparativa”
de las regiones subdesarrolladas con respecto a la con-
taminación descansa pues en un supuesto éticamente
muy poco defendible. Lo mismo puede decirse, por
cierto, de aquellos casos en los que esta especializa-
ción viene explicada no ya por la diferencia en las res-
pectivas “demandas” sociales de contaminación (se
supone, al contrario que en el caso anterior, que son
las mismas), sino por el hecho de que en los países
subdesarrollados el gobierno no refleja estas preferen-
cias, mientras que en los desarrollados sí (Chichilnisky,
1994): también representan un punto de partida
éticamente inaceptable, aunque por lo menos en lo que
concierne a la primera parte del argumento, probable-
mente bastante realista.
ii) El enfoque adoptado para justificar este menor
valor registrado de la degradación ambiental en los
países atrasados incurre en el error de no computar toda
una serie de efectos externos de esa degradación, que
no quedan recogidos en los métodos de valoración,
pero que también determinan el valor del daño; las
personas pueden verse forzadas a aceptar condiciones
ambientales peores por la necesidad de trabajar, pero
esto afectará no sólo a su propia salud (y a la de sus
vecinos), con los gastos consiguientes para la salud
pública y/o la pérdida correspondiente de capital hu-
mano, sino a la durabilidad de la infraestructura urba-
na, a los gastos de mantenimiento y limpieza de los
bienes muebles e inmuebles, a la productividad de las
explotaciones de agricultura y silvicultura cercanas, etc.
(Azqueta, 1994, capítulo 10). Es muy improbable que
la persona afectada recoja todos estos efectos indirec-
tos de la contaminación en su evaluación de los cos-
tos que para ella supone: habría que aplicar una serie
de métodos indirectos de valoración, bien calibrados,
que incluyeran todas estas externalidades. Analizando
pues los costos de esta especialización para el país
como un todo, y no sólo para los directamente afecta-
dos, estas “ventajas comparativas” podrían verse sen-
siblemente reducidas.
iii) Finalmente, proceder de esta forma supone
reducir la salud de las personas a la calidad de mercan-
cía: un bien que se consume de forma individual, ex-
clusiva, en función del poder adquisitivo, y que es in-
tercambiable por una determinada cantidad de dinero.
Un bien, en definitiva, cuya producción y distribución
se deja en manos del mercado (Anderson, 1993). Es
poco probable que pueda aceptarse, desde una perspec-
tiva ética, la consideración social de la salud como tal
mercancía; lo probable es que la sociedad prefiera, al
menos idealmente, una solución distinta.
En resumen, el dumping ecológico no tiene me-
jor justificación que la que pueda tener el trabajo in-
fantil. No es una solución éticamente aceptable al pro-
blema de la pobreza y, desde luego, no parece apuntar
a resolver los problemas ambientales.
5 Una definición con la que Reed (1994), de quien está tomada la
cita, no se muestra del todo de acuerdo, ya que no incluye “rega-
los” como el aire puro y la naturaleza virgen. Es, no obstante, muy
conveniente para nuestro propósito, ya que dichos “regalos” serán
precisamente objeto de análisis en los epígrafes siguientes.
III
La explotación de los recursos naturales
Englobamos en esta sección lo que la literatura con-
vencional suele considerar como recursos naturales,
tanto renovables como no renovables: “todos los atri-
butos de la tierra, vivos o inanimados, que explota el
hombre como fuente de alimentos, materias primas y
energía”.5
En este segundo caso, las áreas deprimidas que
tengan la suerte de poseer algún recurso natural podrían
alcanzar una ventaja comparativa (incluso absoluta)
en la producción de bienes y servicios intensivos en
la utilización del mismo. Esto es tan evidente que no
vale la pena detenerse más en ello, salvo quizá para
recordar algunos aspectos, no menos obvios, con res-
pecto a los límites que tanto la mera eficiencia como
la equidad imponen a la explotación de los mismos.
Dividiremos para ello el análisis en dos grandes apar-
tados:
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1. Recursos renovables
Los recursos renovables plantean un problema senci-
llo sólo en apariencia. Dos de los casos más represen-
tativos probablemente sean las pesquerías y los bos-
ques, y a ellos nos vamos a referir. El análisis de ambos
brindará la oportunidad adicional de percibir algunos
de los problemas que supone el régimen institucional
de acceso a su disfrute.
La gestión de una pesquería, dentro del sistema
de mercado, buscará maximizar el valor presente de la
corriente de flujos monetarios netos que su explotación
comercial acarrearía, desde una perspectiva exclusiva-
mente financiera; es decir, comercializando la biomasa
capturada, que es lo que un mercado valora. Suponga-
mos que la tasa de crecimiento de esta biomasa (x =
dx/dt) es una función positiva de su tasa de crecimiento
intrínseca [H(x)] y de la tasa de extracción (y), función
a su vez de los costos de captura (C) y de los precios
esperados del producto de la pesca (P):
(1)
El gráfico 2 representa gráficamente la situación
planteada.
A partir de esta ecuación de comportamiento, y
si el recurso es de libre acceso, los agentes económi-
cos (empresas pesqueras) tratarán de resolver un pro-
blema de maximización condicionada, en el que la
variable de control es el esfuerzo pesquero (y), cuyo
valor óptimo viene dado en función de los costos de
extracción de la biomasa (C) y de los precios espera-
dos de la misma (P). Cuando esta relación no es muy
elevada [(P/C)0], el recurso podría gestionarse de for-
ma sustentable, ya que el nivel de capturas óptimo es
potencialmente compatible con tasas positivas de cre-
cimiento del banco pesquero. Sin embargo, cuando ello
no ocurre [(P/C)1], la búsqueda del máximo beneficio
financiero impedirá alcanzar este equilibrio, y el recur-
so tenderá al agotamiento: las elevadas tasas de extrac-
ción impedirán su regeneración natural.
Analicemos ahora el caso de un bosque gestiona-
do bajo alguna forma de propiedad, privada o común,
que, impidiendo el libre acceso a él, permita una pla-
nificación de su ritmo de explotación como depósito
renovable de madera, que tenga en cuenta el futuro. El
problema de maximización condicionada se plantea
ahora, claramente, en un contexto intertemporal, en el
que la variable objetivo es el valor presente neto (VPN)
del flujo de rendimientos que la explotación del recurso
generará a lo largo de toda su vida útil. Respetando las
ecuaciones de comportamiento anteriores y adaptando
la nomenclatura al caso presente, el problema que se
plantea es el de:
(2)
sujeto a
siendo P el precio esperado de la madera, C su costo
de extracción y r la tasa de rentabilidad del capital en
el sistema financiero.
La aparición de un costo de oportunidad para el
capital invertido (r), que actúa como tasa de descuen-
to para la actualización del valor de los flujos en el
tiempo, puede tener como consecuencia indeseada el
que resulte no rentable la gestión sustentable del re-
curso, si su crecimiento vegetativo es relativamente
lento, como muestra el gráfico 3 (Swanson, 1994). En
efecto, la tasa interna de rendimiento (TIR) que ofrece-
ría una explotación sustentable del activo, en este se-
gundo caso, se encuentra sistemáticamente por debajo
del costo de oportunidad del capital. No es el libre ac-
ceso, como en el caso precedente, el que imposibilita
ahora el mantenimiento del recurso, sino el hecho de
que la rentabilidad del capital natural (medida por la
tasa de crecimiento biológico de la madera, suponien-
do que su precio es constante) no puede competir con
las alternativas que ofrece el sistema financiero.6
˙ ( )x H x y= −
GRAFICO 2
Explotación óptima de un recurso
renovable con libre acceso
Fuente: Swanson (1994).




˙ ( )x H x y= −  
6 El resultado al que puede llegarse en los dos casos analizados
muestra la importancia de los aspectos institucionales de la explo-
tación; la inseguridad en la tenencia de la tierra, por ejemplo, redu-
ce el valor del límite superior de la integral (t) en la ecuación (2),
al reducir el horizonte temporal relevante para el decisor, haciendo
menos rentable la inversión cuyos rendimientos aparecen a media-
no y largo plazo (la forestal), en favor de aquella que produce
mayores rendimientos a corto plazo (la conversión del terreno para
uso agrícola o ganadero), aunque esta opción, en conjunto, produce
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En muchas ocasiones, las propias circunstancias
macroeconómicas de los países subdesarrollados agra-
van estos problemas. En efecto, la escasez de divisas
que resulta del desequilibrio estructural de la balanza
de pagos (reflejada en un muy elevado precio de cuenta
de las divisas) lleva al sector público a adoptar una
serie de medidas que favorecen la explotación finan-
ciera de los recursos naturales para su exportación, ya
que a corto plazo ésta ayuda a resolver el problema,
aunque desde el punto de vista económico no sea la
opción más rentable (por las externalidades negativas
que genera y por su costo de oportunidad), y a media-
no plazo sea ambientalmente nociva y ecológicamente
insostenible (Azqueta, 1992).7 Conviene, a la luz de lo
anterior, analizar brevemente la polémica que ha des-
atado la adopción por una serie de países subdesarro-
llados de medidas restrictivas al comercio de determi-
nados productos naturales (Lee, 1996).
El que algunos países en desarrollo prohibieran las
exportaciones de madera en bruto, por ejemplo, ha sido
cuestionado por los países importadores, aduciendo una
pretendida mayor eficiencia ambiental (Anderson,
1996). En efecto, los países desarrollados, con mejor
tecnología y mano de obra más calificada, son más
eficientes en la utilización de la madera como materia
prima en el proceso de producción, por lo cual el
comercio de la madera en bruto permite reducir la can-
tidad de madera utilizada por unidad de producto fi-
nal. Por otro lado, el abaratamiento de los precios lo-
cales de la madera que la prohibición supone puede
acrecentar su uso y hacerlo más ineficiente, si no está
compensado por una adecuada política de licencias de
extracción; esta apreciación, sin embargo, se apoya en
argumentos de muy corto plazo (casi un análisis de
eficiencia estática comparativa), y no tiene en cuenta
los efectos dinámicos sobre el desarrollo de una polí-
tica que permita retener las operaciones que generan
mayor valor agregado (Goodland y Daly, 1996).8  En
el mediano y largo plazo, el beneficio ambiental de este
proceso de generación de ingresos y empleo que la
prohibición supone probablemente sea mayor que el
efecto de la pérdida de eficiencia a corto plazo. La
prohibición de exportar ha de venir acompañada, en
todo caso, de algún tipo de alternativa económica. La
prohibición pura y simple de comercializar la madera,
lejos de preservar el recurso, generalmente conspira
contra él, cuando ya se ha producido o se está produ-
ciendo la ocupación del territorio: la rentabilidad de las
explotaciones forestales baja con relación a la de las
explotaciones agrícolas o ganaderas en el mismo terri-
torio, al reducir el valor de P en la ecuación (2), lo que
incentiva el desmonte del bosque para su cultivo o
explotación ganadera. Para adoptar este tipo de medi-
das, por lo tanto, hay que efectuar antes un cuidadoso
análisis institucional de la situación. En este sentido,
los certificados de origen de la madera, que garanti-
zan la sustentabilidad de las explotaciones de proce-
dencia,9 podrían resultar una mejor alternativa que la
prohibición sin más. Conviene, en cualquier caso, con-
templar esta posibilidad en su verdadera perspectiva:
como Gottfried, Brockett y Davis (1994) han señala-
do, el manejo forestal sustentable (que por lo menos
salva el bosque secundario, ya que no el primario)
GRAFICO 3
La tasa de explotación óptima en el










7 El incremento experimentado por la demanda de carne de vacuno
en los países desarrollados llevó a que en Costa Rica, por ejemplo,
las tierras dedicadas a pastizales aumentaran en 3.5% por año en
1965-1990, en muchos casos con el apoyo de la financiación exte-
rior y los programas de ayuda al desarrollo. Esto trajo como conse-
cuencia la pérdida progresiva de bosque tropical (su superficie dis-
minuyó 2.8% anualmente en el mismo período), con la consiguien-
te deforestación, y la pérdida del 50% de la superficie dedicada a la
agricultura tradicional (ecológicamente sostenible), con la corres-
pondiente caída del empleo y la producción y el aumento de las
deficiencias nutricionales de la población local (Pearce y Warford,
1993)
8 Indonesia, uno de los principales exportadores de madera en bruto
durante los años setenta (llegó a exportar el 40% del total mundial),
introdujo la prohibición en 1985, invocando el Artículo XX del
Acuerdo General de Aranceles Aduaneros y Comercio (GATT). A
mediados de los ochenta, estas exportaciones prácticamente habían
desaparecido, mientras que las exportaciones de productos de ma-
dera alcanzaban los 3 800 millones de dólares en 1991 (Goodland
y Daly, 1996). Una visión más negativa de los efectos medioam-
bientales de esta sustitución expone Anderson (1996).
9 Al estilo del Forest Stewardhip Council con base en Oaxaca
(México).
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exige una gran extensión de terreno por familia para
garantizar un ingreso aceptable, lo que arroja serias
dudas sobre la posibilidad de garantizar de esta mane-
ra un medio de vida satisfactorio a toda la población
de la zona.
En todo caso, debe tenerse presente que la explo-
tación financiera de una serie de recursos naturales en
virtud de su valor de mercado, aunque sea sustentable,
no toma en cuenta las externalidades ambientales que
genera el recurso. Estas, que pueden llegar a tener un
valor económico muy superior, suelen ser incompati-
bles con este tipo de explotación. Atender exclusiva-
mente a los valores que proporciona el mercado no
garantiza, por lo tanto, que la explotación del recurso
sea socialmente óptima.
2. Recursos no renovables
Los recursos no renovables, por definición, no pueden
explotarse de manera sostenible. Lo que se busca en
este caso es repartirlos bien entre todos: un problema
de equidad intergeneracional. Es costumbre acudir para
esto a la llamada “regla de Hotelling”, que relaciona
el ritmo de explotación del recurso con su precio y con
el tipo de interés (Gómez, 1994). Puede que no sea una
regla muy útil para resolver el problema en la prácti-
ca, pero sí lo es para plantearlo mejor, ya que pone de
relieve que los recursos no renovables tienen un costo
de oportunidad que ha de añadirse al de extracción a
la hora de decidir la velocidad a la que han de ser
explotados. Este costo de oportunidad debe ser compu-
tado para determinar rigurosamente los beneficios ne-
tos de su explotación, aunque la contabilidad nacional
convencional no lo haga y falsee por tanto las cifras
sobre la rentabilidad de su explotación y las tasas de
crecimiento del ingreso nacional resultantes. Vale la
pena mencionar, en este sentido, la práctica que parece
estar abriéndose paso en el seno del Banco Mundial,
y que consiste en calcular los costos de la inversión
necesaria para sustituir, en un proyecto o programa
alternativo, los servicios que hubieran proporcionado
los recursos no renovables explotados (Von Amsberg,
1993).10
Por otra parte, se hace necesario asimismo tener
en cuenta los impactos ambientales de la propia explo-
tación. El ya mencionado estudio de la Comunidad Eu-
ropea (1995) sobre los costos ambientales de la gene-
ración de energía eléctrica es un excelente ejemplo del
camino a seguir. Por ejemplo, la extracción de petró-
leo en determinados bosques tropicales tiene un impac-
to ambiental que no se ciñe a las operaciones propias
de la empresa explotadora, no desdeñables, sino que
va mucho más allá, de la mano de la colonización
concomitante que resulta ser una amenaza mucho peor
para la sustentabilidad del bosque primario. Este fenó-
meno invita no sólo a computar el impacto como uno
de los precios a pagar por la extracción del crudo, sino
a intentar evitarlo. Para ello habría que incidir sobre
las causas últimas del fenómeno, buscando mejorar las
condiciones de vida y trabajo en las regiones de ori-
gen de los potenciales emigrantes, para intentar frenar
este flujo. La lección que la economía del desarrollo
recibió de las funciones de migración de Todaro, y del
análisis del sector informal, en el sentido de que la
creación de puestos de trabajo en el sector formal ur-
bano probablemente agrave los problemas de desem-
pleo en lugar de solucionarlos, podría ser de estricta
aplicación también en este caso: determinadas inver-
siones sociales y de infraestructura en la zona de ex-
plotación podrían empeorar la situación, al mejorar las
expectativas de inmigrantes potenciales.11
Se trata, en definitiva, de resolver un problema
que se podría resumir, simplificando mucho, en la ne-
cesidad de calcular la tasa social de interés con la cual
descontar el flujo neto de rendimientos que proporciona
la explotación de los recursos no renovables, y que se
aspira a maximizar. Desde luego, el problema no es
sencillo: se trata, en definitiva, de una cuestión de equi-
dad intergeneracional en presencia de incertidumbre e
irreversibilidad.12
10 Es curioso comprobar que los precios de los recursos no renova-
bles, que deberían mostrar una tendencia ascendente con el paso
del tiempo, precisamente como resultado del aumento de sus rentas
esperadas motivado por su creciente escasez, no parecen compor-
tarse de esta forma. Una interesante explicación del fenómeno par-
te, precisamente, de la relación existente entre algunos de estos
recursos y la contaminación global que su utilización genera (el
caso de los combustibles fósiles): los límites establecidos a la emi-
sión de contaminantes ligados a su uso pueden hacer que los recur-
sos queden inhabilitados antes de su agotamiento físico, lo que se
reflejaría en la evolución señalada de sus precios esperados (Berck
y Roberts, 1996).
11 En el caso de la Amazonia ecuatoriana, es probable que los fon-
dos que el ECORAE obtiene de las compañías petroleras, y que debe
invertir para conseguir el desarrollo sustentable de la zona, consi-
gan en mayor medida este objetivo si se invierten en la región de
Loja, a muchos cientos de kilómetros de distancia, que invirtiéndo-
las en la propia Amazonia. De esta forma se podría intentar frenar
un flujo migratorio de colonización ya muy considerable (de hecho,
una de las principales ciudades de la zona, Lago Agrio, se conoce
ya como Nueva Loja), y que la mejora de las condiciones de vida
y trabajo en la Amazonia no haría sino acelerar.
12 Véase, por ejemplo, Sterner (1994) y Weitzman (1994).
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Ciertos servicios ambientales de la biosfera exhiben las
propiedades de los bienes públicos (no exclusión y no
rivalidad en el consumo) matizadas quizá por la pre-
sencia de congestión. La intervención administrativa,
sin embargo, puede imponer la exclusión en el disfru-
te de sus servicios, y permitir en consecuencia la apa-
rición de un precio para ellos. Es el caso de los servi-
cios recreativos de un determinado entorno (un parque
natural, por ejemplo) para acceder al cual se cobra una
entrada; de las posibilidades de investigación que ofre-
ce la biodiversidad existente en una determinada reser-
va natural; o del alquiler de un territorio concreto como
depósito o vertedero de los desechos, incluso tóxicos
y peligrosos, que el mundo desarrollado no quiere. Te-
niendo en cuenta las similitudes existentes entre esto
último y lo expuesto al examinar el dumping ecológico,
que sería también de aplicación aquí, el análisis que
sigue se limitará a los dos primeros casos menciona-
dos.13
1. La explotación recreativa de los parques
naturales
Los parques naturales están adquiriendo cada vez más
importancia como foco de atracción de un tipo de tu-
rismo muy particular, que busca precisamente lo que
la naturaleza no intervenida ofrece. En efecto, la pre-
sencia de los amantes de la naturaleza en el entorno
que quieren visitar genera un efecto multiplicador so-
bre la economía de la zona (servicios de transporte,
alojamiento y otros), que no es nada desdeñable. En
Costa Rica, por ejemplo, en 1991 los parques natura-
les atrajeron medio millón de visitantes que generaron
más de 330 millones de dólares en divisas, convirtién-
dose así en la segunda mayor industria del país (Grey,
1995, p. 5). Además, a diferencia de otros activos na-
turales buscados con el propósito de disfrutar el ocio,
estos son valorados por su carácter no intervenido, por
lo que los estudios de demanda tienden a mostrar que
el visitante es muy sensible a todo aquello que, como
la congestión o la excesiva comercialización, alteren
este disfrute (Dixon, Scura y Van’t Hof, 1995; Shah,
1995).
El análisis económico permite descubrir al menos
tres fuentes de valor directo para estos activos:
i) Un valor financiero para los dueños de los te-
rrenos aledaños, que pueden servir de base para las
operaciones de explotación turística y que se verán
revalorizados en consecuencia. Otros propietarios, en
cambio, pueden verse perjudicados si la protección del
entorno supone la imposibilidad de seguir realizando
una serie de actividades económicamente lucrativas
(cultivo, caza, ganadería, etc.).
ii) Un valor económico para toda la sociedad,
derivado del efecto multiplicador que estas operacio-
nes tienen sobre los ingresos y el empleo en la zona
(suponiendo que no estamos en presencia de un juego
de suma cero) o en el país en general. Por ende, tam-
bién se verán favorecidos los presupuestos públicos
gracias al incremento de ingresos que genera el aumen-
to de la actividad económica, pero en este caso se tra-
ta de un impacto meramente redistributivo.
iii) El valor propiamente recreativo que surge del
bienestar que experimentan los visitantes, y que que-
da reflejado en el valor del excedente neto del consu-
midor, tal y como lo descubren, por ejemplo, los mé-
todos del costo de viaje o de valoración contingente
(Azqueta y Pérez, 1996).
El problema que se le plantea al gestor de estos
espacios, buscando maximizar su valor social, es por
lo tanto el de encontrar un difícil equilibrio entre la
rentabilidad financiera pública y privada (en el media-
no y largo plazo), el efecto multiplicador sobre el em-
pleo y los ingresos de la economía y la preservación
de las funciones ecológicas esenciales del entorno (el
mantenimiento de la biodiversidad, por ejemplo). Todo
IV
La explotación de algunos servicios ambientales
13 Defender la exportación de basura a los países subdesarrollados
con argumentos como los mencionados en el epígrafe relativo al
dumping ecológico puede tener consecuencias muy negativas: “la
colisión entre el aparente buen sentido económico y la moralidad
se hizo desagradablemente evidente en 1992 para Lawrence
Summers, economista jefe del Banco Mundial. Un memorándum
interno del Banco Mundial firmado por Summers apoyaba la idea
de que podría ser racional en términos económicos para los países
en desarrollo imponer unos estándares medioambientales algo más
laxos que los países ricos y que esto podría darles una ventaja com-
parativa de hecho en algunas industrias contaminantes. El texto del
memorándum fue filtrado a la prensa generando una oleada de mala
publicidad (la revista People incluyó a Summers en la lista de los
principales enemigos del medio ambiente). En diciembre de ese año
parecía que la controversia sobre ese memorándum había bloquea-
do un esperado nombramiento de Summers como consejero econó-
mico jefe del presidente Bill Clinton” (Krugman y Obstferd, 1995,
p. 91).
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ello, además, sin perder de vista los intereses de la po-
blación local, que normalmente resulta perjudicada por
la protección del espacio (ya que se le restringen acti-
vidades en él y el acceso a recursos tradicionalmente
utilizados), sin que el impacto multiplicador la bene-
ficie (normalmente los efectos quedan en los grandes
núcleos urbanos de acogida). En este sentido, la pre-
sencia comprobada de un sustancial excedente neto del
consumidor entre los visitantes permite intentar tradu-
cir este valor (una disposición a pagar positiva por el
disfrute de los servicios recreativos del entorno) en un
flujo de recursos financieros (mediante el cobro de una
entrada, por ejemplo) que podría revertirse en favor de
aquella parte de la población local que resulta perju-
dicada.
Desgraciadamente, determinadas políticas de con-
servación, bien intencionadas, pueden resultar clara-
mente perjudiciales tanto para los habitantes del entor-
no como para el objetivo mismo de la conservación.
Puede ser el caso, por ejemplo, de la inclusión de de-
terminadas especies en el Apéndice I del Convenio
sobre Comercio Internacional y Especies Protegidas
(CITES), que prohíbe todo comercio de sus productos:
los resultados de la medida deben ser analizados con
mucho cuidado. En efecto, cuando la especie así pro-
tegida compite con otras que no lo están, el resultado
final puede ser contraproducente, ya que la medida
disminuye el valor financiero de la especie amenaza-
da en relación con el de sus competidoras: se está re-
duciendo su valor de uso para la población local, por
intentar salvar un valor de existencia que es global. Si
las dos especies (por ejemplo, elefantes y ganado) com-
piten por el territorio, la población local está siendo
incentivada a desplazar a los elefantes, que no tienen
valor de uso, para dejar paso a su ganado, que sí lo
tiene. Ya vimos con anterioridad que lo mismo puede
ocurrir con la prohibición de exportar determinados
tipos de madera. Si la especie no protegida es un de-
predador natural de la especie protegida, la prohibición
elimina el valor financiero de esta última, haciendo
menos rentable su protección, fenómeno que se agudiza
si el depredador tiene un valor financiero (Swanson,
1993; Schulz, 1996).14
Lo anterior puede formalizarse sobre la base del
gráfico 4 (similar al gráfico 2). En efecto, la función
de crecimiento del recurso H(x) depende de una serie
de variables, no representadas en el gráfico 4 debido a
la introducción implícita de una cláusula caeteris pari-
bus, pero que obviamente influyen en la evolución del
recurso no sólo en el terreno que se dedica al desarrollo
del mismo (con su correspondiente capacidad de car-
ga), sino en la adopción de un conjunto de inversio-
nes colaterales (Swanson, 1994). Estas medidas, así
como la ampliación del terreno dedicado al recurso,
desplaza la curva hacia fuera, permitiendo mayores
tasas de crecimiento de este último. Por el contrario,
cuando el recurso pierde su valor de uso directo, estas
variables se mueven en sentido contrario, contrayen-
do la curva de crecimiento y haciendo más difícil una
gestión ecológicamente sustentable.
2. Investigación farmacéutica y biodiversidad
Más complicado es el caso de la biodiversidad y la in-
dustria farmacéutica. Algunos países subdesarrollados,
en efecto, poseen un activo que pueden tratar de ren-
tabilizar ofreciendo su explotación a la industria far-
macéutica y cobrando por ello. Se conseguiría así no
sólo preservar el entorno sino también financiar el
proceso de desarrollo. Sin embargo, es necesario po-
ner en perspectiva las posibilidades existentes en este
14 Barnes (1996) ha llevado a cabo un interesante estudio sobre los
posibles efectos de la inclusión en esta lista de los elefantes, en
Bostwana. Teniendo en cuenta tanto el costo de oportunidad de las
tierras ocupadas por los elefantes, como los costos de protección
que repercuten sobre la administración (vigilancia, control, etc.),
plantea cuál sería la estrategia óptima en la gestión de este recurso.
Utilizando para ello el marco de la evaluación social de proyectos,
e introduciendo los correspondientes precios de cuenta, llega a la
conclusión de que la reintroducción controlada de una serie de prác-
ticas prohibidas (caza deportiva, caza por parte de la población local,
utilización de la carne de elefante en las explotaciones de cocodri-
los para comercializar su piel, etc.), elevaría notablemente la renta-
bilidad tanto económica (para el país) como financiera (para la
población local) de los elefantes y, en definitiva, contribuiría en
mayor medida a su preservación. La prohibición de comerciar con
sus productos estaba reduciendo innecesariamente su valor econó-
mico al estrictamente derivado de la observación.
GRAFICO 4
Tasa de crecimiento de un
recurso renovable
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campo, antes de echar las campanas al vuelo. Por un
lado, estimaciones rigurosas sobre los pagos que po-
drían ofrecerse a los países depositarios de la biodi-
versidad por este concepto, teniendo en cuenta que se
calculan como un porcentaje de las ganancias que la
empresa farmacéutica deriva de la explotación comer-
cial del producto finalmente obtenido, arrojan cifras
realmente modestas, sobre las que difícilmente se po-
dría apoyar la preservación de esta riqueza (Simpson,
Sedjo y Reid, 1996). Por otro, conviene recordar que
para poder llevar a cabo esta operación es necesario
en primer lugar invertir en conservar la biodiversidad
de un determinado entorno, algo que, dada su natura-
leza de bien público, sólo puede hacer la administra-
ción. En general, las autoridades de estos países pro-
porcionan una serie de servicios adicionales (identifi-
cación, clasificación en laboratorios y centros de in-
vestigación locales) por los que no cobran. Si a ello
se añade el costo de oportunidad de las tierras dedica-
das a la preservación de la biodiversidad, el “negocio”
puede resultar ruinoso. Barbier y Aylward (1996) cal-
cularon que el valor presente neto de los beneficios que
por este concepto recibiría Costa Rica de la preserva-
ción de un determinado espacio natural durante un
período de 40 años, alcanzaría la suma de 4.6 millo-
nes de dólares. Por su lado, el valor presente neto de
los costos, incluido el de oportunidad de las tierras
protegidas, sumaba 240 millones de dólares para el
mismo período.
No es de extrañar, por lo tanto, la importancia del
marco institucional en el que se cierra este tipo de
acuerdos (aunque los cálculos de los autores citados no
dejan mucho pie para la esperanza en este contexto),
y la necesidad de coordinación entre los distintos paí-
ses detentadores de la biodiversidad (y que son hasta
cierto punto sustitutivos), para no competir entre ellos
y perder de esta forma una parte importante de los
beneficios de explotarla comercialmente. Conviene
recordar, además, que el marco institucional en el que
se manifiestan estas transacciones no reconoce a sus
verdaderos dueños, los pueblos indígenas, la propie-
dad intelectual de una gran cantidad de medicinas y tra-
tamientos que se han desarrollado a partir de su cono-
cimiento de la naturaleza, y que han generado cuan-
tiosos beneficios a la industria farmacéutica (Azqueta-
Bernar, 1996).
En cualquier caso, y con la matización apuntada
de la industria farmacéutica, esta rentabilización de al-
gunos de los servicios de los recursos naturales y
ambientales parece ser ciertamente positiva. No está de
más señalar, sin embargo, un par de limitaciones ob-
vias de esta venta de servicios ambientales con respecto
al binomio pobreza-degradación ambiental. En primer
lugar, la rentabilización de los servicios recreativos de
determinados espacios naturales no tiene nada de ob-
jetable, pero deja fuera del circuito a todos aquellos
entornos naturales que no tienen la consideración de
“catedrales de la naturaleza”, y que están particular-
mente amenazados; precisamente por ello han evolu-
cionado en esa dirección las distintas figuras de pro-
tección de espacios naturales (López Ramón, 1996). En
cuanto a la resolución del otro problema, el del desa-
rrollo, la dificultad estriba en que estas catedrales,
como todo, no parecen estar bien repartidas, y muchos
países y regiones han recibido muy poco. Se trata, por
tanto, de un esquema probablemente mejor que los an-
teriormente examinados, pero al que no se puede con-
fiar por entero ni la solución del problema ambiental
de la preservación global de espacios naturales ni el
alivio del problema global de la pobreza.
V
Internalización de externalidades ambientales
Una cuarta posibilidad, ciertamente interesante y que
apenas comienza a materializarse, se plantea cuando
se reconoce que algunos recursos naturales generan una
serie de externalidades positivas, que repercuten en be-
neficio de todos. Uno de los casos más obvios es el
papel que cumplen las grandes masas forestales al fi-
jar el carbono atmosférico. La presencia de estas
externalidades positivas introduce inmediatamente una
tensión muy fuerte entre el interés común, por un lado,
y el particular de quien, considerándose con derecho a
disfrutar del activo, ve cómo se le pretende negar su
aprovechamiento financiero en aras de algo que a él
sólo muy tangencialmente le reporta algún beneficio.15
15 Este es precisamente el motivo de que el análisis económico, en
general, esté en contra de la patrimonialización de los recursos
ambientales y naturales que generan una serie de externalidades
positivas: cuanto más pequeño es el grupo en cuyo favor se reco-
noce la propiedad del recurso, mayor es la divergencia entre los
beneficios financieros de su explotación (que se reparten entre po-
cos), y los costos ambientales de ella (que se reparten entre todos).
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El conflicto es antiguo: los países poseedores del bos-
que tropical contemplan cómo, en nombre de los inte-
reses generales, quienes no tuvieron ningún cuidado en
preservar los suyos tratan ahora de impedirles una ex-
plotación financieramente rentable de él, a lo que se
añade el hecho de que los países ricos tampoco pare-
cen dispuestos a ofrecer muchas vías alternativas de so-
lución al problema del subdesarrollo (abriendo sus mer-
cados, por ejemplo). Analicemos a este respecto dos
posibilidades ciertamente significativas.
1. Depósito de carbono
Desde el punto de vista estrictamente económico, el
anterior es un problema típico de generación de exter-
nalidades positivas, que no repercuten en beneficio del
dueño del recurso. Una solución podría ser la de tratar
de internalizar el beneficio proporcionado por estos
servicios; de esta forma, el resto del mundo pagaría a
los administradores de los bosques tropicales el valor
de los servicios que éstos proporcionan al retener una
cantidad de carbono que, de otra forma, una vez libe-
rado agravaría el problema del calentamiento global de
la atmósfera. Es lo que ocurriría, por ejemplo, si se pro-
cediera a la quema o tala de estos espacios para de-
dicarlos a la actividad agrícola y/o ganadera, como de
hecho hicieron en su momento muchos países hoy
desarrollados.
No resulta fácil computar el valor de este benefi-
cio, pero una vía bastante utilizada es la de calcular el
costo económico que supondría reducir las emisiones,
en el origen, de una cantidad equivalente de carbono a
través de la reconversión industrial, pongamos por
caso, o de una modificación en los sistemas de trans-
porte público. Esto permitiría obtener el precio de
cuenta del recurso sobre la base de esta función am-
biental. Es más, una vez aceptado el principio de la
necesidad de remunerar estas funciones ambientales
que cumplen determinados recursos naturales, la lógi-
ca inherente a tal principio llevaría a remunerar asimis-
mo a los países poseedores de depósitos de combusti-
bles fósiles (petróleo, carbón) por la no extracción de
los mismos y su mantenimiento como depósitos de
carbono (Goodland y Daly, 1996).
2. Sumideros de carbono
De lo anterior se desprende una segunda posibilidad
que, tratada con cierto cuidado, también resulta de in-
terés. En efecto, algunos países desarrollados (concre-
tamente Canadá) están analizando la rentabilidad de
forestar o reforestar tierras con el único propósito de
secuestrar el carbono atmosférico; de esta forma se
evitarían tener que reducir en el origen las emisiones
en una cuantía equivalente, para cumplir con los com-
promisos ambientales que han contraído. En este sen-
tido, Van Kooten, Binkley y Delcourt (1995) han es-
timado que el costo de fijar una tonelada métrica de
carbono por esta vía para un país como Canadá o los
Estados Unidos oscilaría entre los 6.64 y los 10.67
dólares, cifra que no se compara desfavorablemente
con los 1.35 a 59.41 dólares que costaría hacerlo a
través de otras vías; y ello sin contar con los benefi-
cios adicionales que en otros aspectos supone la gene-
ración de una masa forestal.16 Además de esta contri-
bución directa a la disminución del carbono atmosfé-
rico, secuestrándolo, los bosques y árboles, sobre todo
urbanos, también contribuyen indirectamente a este fin,
reduciendo el consumo de energía para ciertas activi-
dades. En efecto, en países como los mencionados, una
distribución adecuada de árboles alrededor de las vi-
viendas puede llegar a reducir en 50% la demanda de
aire acondicionado y en 15% la de calefacción (Sedjo,
Wisniewski, Sample y Kinsman, 1995). Sería posible,
entonces, llevar a cabo esta operación también en paí-
ses en desarrollo, reforestando tierras marginales que
incluso podrían servir de cinturón protector para otros
espacios, y remunerarles por ello. El problema estriba
en que, precisamente por la rentabilidad económica de
esta operación, pudiera parecer atractivo transformar
el bosque maduro primario en un sumidero de carbo-
no, desplazando los árboles existentes por unos nue-
vos que, gestionados con este propósito, maximizaran
la cantidad de carbono secuestrado. Una opción de esta
naturaleza, sin embargo, no resistiría fácilmente un
análisis costo-beneficio; al hacerlo se perdería no sólo
un depósito ya existente de carbono, sino todos los
servicios que el resto de las funciones ecológicas del
bosque primario proporcionan y cuyo valor económi-
co, a juzgar por los datos ofrecido en el excelente tra-
bajo de Constanza, D’Arge y De Groot (1997), es con-
siderablemente alto y arroja un precio por hectárea de
16 Con base en estas cifras, los autores llevan a cabo un análisis de
lo que sería una política óptima de subsidios tanto a la reforestación
como a la utilización posterior de la madera, de forma que manten-
ga secuestrado el carbono: el 40% de la madera utilizada para la
construcción permanece después de 50 años, mientras que en la
utilizada para la fabricación de papel la cifra es apenas de 3% (Sedjo,
Wisniewski, Sample y Kinsman, 1995). Llegaría a estar justificada,
por este concepto, una subvención al enterramiento sin más de la
madera, como mecanismo de asegurar un mínimo retorno del car-
bono a la atmósfera.
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bosque tropical bastante superior al que supondría la
explotación financiera del terreno como fuente de
madera, de pastos, o de cualquier otra opción de mer-
cado.
En términos generales, y a título meramente ilus-
trativo, Fearnside (1997) calculó que los servicios am-
bientales de la selva amazónica alcanzarían los 7 mil
millones de dólares anuales por concepto de manteni-
miento de la biodiversidad; 24 mil millones como de-
pósito de carbono y 7 mil millones más por su papel
en el ciclo hídrico. Las dos primeras son externalidades
que benefician ciertamente a toda la humanidad. La
primera, además, en opinión del autor no debería ser
descontada con el paso del tiempo, mientras que la
segunda sí para reflejar el distinto valor de fijar el
carbono en función de cuándo se produce este hecho.
La tercera (regulación del ciclo hídrico) tiene un carác-
ter más local, ya que lo que se contempla aquí es el
papel de la selva amazónica como generadora de llu-
vias en la propia zona, y el impacto de estas lluvias
sobre la productividad de las tierras agrícolas. En cual-
quier caso, y como el propio autor reconoce, estos
cálculos a vuela pluma no incluyen muchos otros as-
pectos positivos de la selva amazónica, pero no dejan
de ser una buena aproximación tanto a las magnitudes
envueltas como al camino que se ha de seguir.17 Sin
embargo, al igual que en el caso de la explotación de
los servicios recreativos de los espacios naturales, no
se puede perder de vista que si bien el valor económi-
co del bosque así computado probablemente sea muy
superior al de cualquier otra opción, financieramente
el cambio puede resultar perjudicial para la población
que utilizaba el recurso, y que ahora puede verse pri-
vada de acceso a él. Shyamsundar y Kramer (1996),
en un interesante análisis en el que combinan el méto-
do basado en la función de producción con el de valo-
ración contingente (utilizando para ello, en uno de los
escasos ejemplos existentes en la literatura, el forma-
to de la compensación exigida), calcularon la pérdida
de bienestar que para los habitantes de la zona supuso
la protección del Parque Natural de Mantadia, en Ma-
dagascar. El resultado indica que el perjuicio está le-
jos de ser desdeñable: su valor en este caso práctica-
mente igualaba el valor comercial de la cosecha de
arroz.
3. Canje de deuda por naturaleza
En la línea anterior podrían enmarcarse los esquemas
de canje de deuda por naturaleza que florecieron hace
algunos años entre distintas organizaciones no guber-
namentales (ONG) y algunos países en desarrollo. El
sistema es bien sencillo y conocido: consiste simple-
mente en comprar deuda pública externa en el merca-
do secundario, con un fuerte descuento, y cambiársela
al país emisor por algún compromiso ambiental: crea-
ción de nuevas reservas naturales, ampliación y/o
mejora de las existentes u otras acciones.18 Dejando de
lado cuestiones siempre vidriosas de soberanía, el pro-
blema con estos esquemas, además de su carácter un
tanto voluntarista y no organizado, es que pueden
traducirse en un aumento del precio de la deuda en el
mercado secundario (debido al incremento de la de-
manda). Este aumento no favorece al país emisor sino
al acreedor (que ve cómo se revaloriza un activo que
consideraba perdido), ni facilita sucesivas operaciones
en la misma dirección, como parece que ocurrió. Se-
ría preferible, por lo tanto, formalizar el pago de estas
externalidades ambientales positivas, tanto con respecto
al marco institucional, estableciendo algún organismo
o agencia supranacional encargada de ello (lo que re-
17 Debido a que algunos de estos beneficios ambientales están su-
jetos tanto a la incertidumbre sobre el futuro como a la irreversi-
bilidad que supondría, en su caso, permitir en ellos actividades
financieramente rentables, pero incompatibles con su mantenimien-
to en el largo plazo, se complica sustancialmente el proceso de toma
de decisiones al respecto. Albers, Fisher y Hanemann (1996) estu-
dian el caso del Parque Nacional Khao Yai en Tailandia, modeli-
zando el problema de un gestor que tiene ante sí tres alternativas
excluyentes: preservación del entorno, desarrollo semisostenible de
él y desarrollo no sostenible. Teniendo en cuenta en un modelo
dinámico las posibles secuencias abordables e intentando maximizar
el valor presente neto de la mejor de ellas, en el estudio se muestra
que la estrategia convencional de maximización de la función ob-
jetivo (open loop) es inferior a la que incorpora esta incertidumbre
con respecto al futuro (closed loop) que se traduce en una mayor
preservación del entorno.
18 Entre los más significativos podrían destacarse: la compra de
650 000 dólares nominales de deuda externa boliviana por la Fun-
dación Frank Weeden, a cambio de aumentar la protección de un
área natural del Beni; el canje de un millón de dólares de deuda
externa ecuatoriana que el Wild World Fund (WWF) adquirió en el
mercado secundario (a un 30% de su valor nominal), a cambio de
inversiones en educación ambiental, en una primera instancia, y de
otros cinco millones y medio de valor nominal (12% del valor de
mercado) algunos años más tarde a cambio de inversiones de con-
servación en la Amazonia ecuatoriana y en las islas Galápagos; la
compra por parte de la ONG The Nature Conservancy de 2.2 millo-
nes de deuda externa brasileña a un banco privado por 850 000
dólares, y su canje con el gobierno por deuda interna (seis pagos
anuales de 132 000 dólares en moneda local, al 6% de interés) uti-
lizada para gestionar por parte de una ONG local (Fundação Pro-
Naturaleza) el Parque Grande Sertão Veredas; o el canje, también
a cargo del WWF, de dos millones de dólares de deuda filipina a
cambio de bonos nacionales utilizados para la creación de dos par-
ques naturales (Pearce y Warford, 1993).
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duciría los siempre espinosos problemas relativos a la
soberanía), como al marco estrictamente económico,
determinando con algún criterio las corrientes de pago
debidas.
Volviendo al doble tema que nos ocupa, esta inter-
nalización y la rentabilización consiguiente de algunas
externalidades ambientales parecerían ser un comple-
mento ideal para lo analizado en el apartado anterior,
desde el punto de vista de la conservación y protec-
ción de la naturaleza, tanto más cuanto mayor sea el
conjunto de servicios ambientales reconocidamente
desempeñados por estos recursos en beneficio de toda
la humanidad. No parece que se pueda decir lo mis-
mo, desgraciadamente, de su posible contribución a
solucionar el problema global de la pobreza; sencilla-
mente no todos los países o regiones pobres han tenido
la suerte de contar con estos recursos y poder preser-
varlos. Y no se encuentran entre ellos los más desfa-
vorecidos y necesitados. El cuadro 1 muestra, por
ejemplo, cómo están repartidas las principales masas
boscosas en la actualidad, presentando una situación
que bien pudiera caracterizarse como de oligopolio. El
problema es que este oligopolio no sólo resulta poco
adecuado, como decimos, para resolver los problemas
globales de la pobreza, sino que puede incluso dificul-
tar la solución del propio problema ambiental. En efec-
to, Stähler (1996) muestra, utilizando la teoría del
control óptimo, que cuando los países desarrollados
tienen disposición a pagar cada vez más por el mante-
CUADRO 1











Total 8 países 815 335 (56.75%)
Total mundial 1 436 492 (100%)
Fuente: Stähler (1996).
a Se suprimió el dato relativo a la India (36 450 miles de hectá-
reas), por considerar que distorsionaba la conclusión global del
cuadro.
nimiento de un recurso a medida que éste se hace más
escaso, y los países poseedores del recurso son pocos
y actúan estratégicamente, la conducta óptima de es-
tos últimos puede conducir a un menor nivel de equi-
librio del acervo del bien ambiental que si no hubiese
un pago por su preservación. En este sentido, la finan-
ciación de proyectos específicos de conservación que
impliquen algún grado de control sobre el recurso po-
dría ser una alternativa más apropiada que el pago in-
discriminado por su conservación, aunque menos acep-
table desde el punto de vista de la soberanía.
VI
El acceso a recursos ambientales
globales comunes: un mercado para
los derechos de contaminación
Puede parecer contradictorio plantear la necesidad de
una defensa más activa del medio ambiente y, al mis-
mo tiempo, introducir en el debate nada menos que los
“derechos a contaminar”. Pero probablemente no lo
sea.
En efecto, como se expone en la sección II de este
artículo, el grado de contaminación óptimo no es cero:
eso supondría renunciar a la producción y consumo de
casi todos los bienes y servicios en los que se basa la
vida organizada. El ser humano, por lo tanto, parece
dispuesto a utilizar en cierta medida la biosfera para
satisfacer sus propias necesidades.19 Esto implica, na-
turalmente, aprovecharse de sus funciones positivas
aun respetando sus límites. Entre estas funciones, vale
la pena destacar la capacidad de la biosfera de asimi-
lar los desechos generados en el proceso de produc-
ción y consumo; como muy bien recuerda la ecología,
éste es un sistema cerrado desde el punto de vista de
19 Sobre el fascinante problema de si esto es éticamente defendible
o no, el lector interesado puede consultar los trabajos incluidos en
Elliot (1995).
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la materia, en el que el ser humano toma de la biosfera
una serie de elementos para su transformación, uso y
disfrute, por un lado, y devuelve desechos y entropía,
por otro.
Ahora bien, la capacidad de absorción de la bios-
fera con respecto a estos desechos es limitada. Hasta
ahora, y dado su carácter de un recurso común de li-
bre acceso, cada cual se deshacía de los residuos, utili-
zando para ello el entorno (atmósfera, agua o suelos)
conforme lo necesitaba. La aplicación de la “ley de
captura” ha traído los problemas que hoy sufrimos, y
la necesidad de un replanteamiento total de la situa-
ción. Replanteamiento que se traduce en el estable-
cimiento de límites con respecto a lo que se puede
devolver al medio ambiente en forma de desechos y
basuras con respecto, por ejemplo, a lo que se puede
emitir a la atmósfera sin poner en peligro la viabilidad
del sistema. En este sentido, y ya que se trata de un
recurso escaso, vale la pena preguntarse cómo debería
repartirse el derecho a disfrutar de este servicio am-
biental: el derecho a emitir CO2 a la atmósfera, por
poner como ejemplo un problema ya abordado. Este,
y no otro, es el “derecho a contaminar” que se men-
cionaba más arriba: el derecho a disfrutar de los servi-
cios de la biosfera como depósito de residuos, dentro
de los límites que marca la capacidad de absorción del
sistema.20
El problema que se plantea, pues, es el de encon-
trar un mecanismo a la vez justo y eficiente para re-
partir estos permisos de emisión.
Una alternativa que ha sido objeto de numerosos
análisis, tanto desde un punto de vista teórico como de
simulación de sus resultados, es la de “comprar” la
participación de los países subdesarrollados en esque-
mas de reducción de la contaminación global. Es el ca-
so, por ejemplo, de los trabajos de Bohm y Larsen
(1994) y Larsen y Shah (1994) respecto del CO2, y
Klaasen, Forsund y Amann (1994) respecto del SO2.
Veamos uno de ellos con algo más de detalle.
El trabajo mencionado de Larsen y Shah (1994),
cuyos principales resultados se resumen en el cuadro 2,
es bien ilustrativo al respecto. Los autores examinan
la posibilidad de establecer un régimen de permisos
comercializables de emisión de dióxido de carbono
(CO2), con miras a estabilizar las emisiones para el año
2000 en los niveles de 1987.21 El problema es que para
que un acuerdo de esta naturaleza tenga posibilidades
de ser efectivo no se puede dejar al margen a los paí-
ses no desarrollados (países no OCDE, para simplificar)
que son responsables del 43% de las emisiones, según
datos de 1987. Ahora bien, los incentivos que pueden
tener estos países para participar en un esquema de
reducción de emisiones son más bien limitados. To-
mando en consideración los límites que se plantean
como objetivo, y los costos marginales de reducir las
emisiones de CO2 (utilizando para ello la extendida
función propuesta por Nordhaus),22 Larsen y Shah lle-
gan a la conclusión de que el precio unitario de un per-
miso de emisión sería de 58 dólares por tonelada. A
partir de este dato, puede construirse la función de cos-
to/beneficio que le supondría a cada país participar en
el esquema, dependiendo de cómo se adjudiquen los
permisos, y teniendo en cuenta que, en equilibrio, cada
país reducirá sus emisiones hasta que el costo margi-
nal de hacerlo sea igual al precio del permiso.
A partir de aquí se analizan distintas modalida-
des de reparto de estos “derechos de emisión”, tenien-
do siempre presente que sólo si un país percibe un valor
monetario, en términos de permisos concedidos, que
supere los beneficios a los que renuncia por su parti-
cipación en el acuerdo, tendrá incentivos para partici-
par. Veamos cuatro de estos posibles esquemas de
asignación:23
i) Asignación de derechos en función de la pobla-
ción, de forma que la cuantía de permisos per cápita
sea igual en todos los países (0.915 toneladas), como
sugirieron en su momento dos economistas indios,
Agarwal y Narain (Martínez-Alier, 1992), y han reco-
20 De hecho, el problema no se planteará en términos de contami-
nantes individuales (como el CO2), sino de objetivos deseables, y
de la contribución de conjuntos de variables a su consecución
(Schaltegger y Thomas, 1996). Para el análisis que deseamos abor-
dar, sin embargo, esta matización es irrelevante.
21 En la reunión cumbre sobre el cambio climático celebrada en la
ciudad de Kioto se manejaron objetivos algo diferentes; lo funda-
mental, sin embargo, es el marco teórico que proporciona este tra-
bajo y que sería fácilmente adaptable a cambios de esta naturaleza,
sin que los resultados esenciales se vieran modificados.
22 La función de costos mencionada tiene la siguiente expresión:
R = 1 – e–0,0054MC
en la que R es el porcentaje de reducción de las emisiones de CO2
y MC es el correspondiente costo marginal de alcanzarlo (dólares
por tonelada).
23 El artículo aborda dos cuestiones adicionales. La primera hace
referencia al problema planteado por los “polizones” (free-riders),
considerando que al tener en cuenta la asignación como una varia-
ble más se puede reducir la probabilidad de que se presente este
fenómeno entre los propios países de la OCDE, aunque reconociendo
que tal posibilidad no desaparece del todo. La segunda se refiere a
la función de costos marginales utilizada (que ha sido muy debati-
da), analizando la solidez de los resultados obtenidos con distintas
funciones.
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CUADRO 2
Mundo: Costos (–) y beneficios (+) de los distintos
esquemas de reparto de los derechos de emisión de CO2(Como porcentaje del PIB)
Países PIB per Emisiones Emisiones Alternativas de reparto:
cápitaa sobre PIB per cápita ventajas netas como % del PIB
(kg/dólar)a (kg)a A B C D
Bangladesh 166 0.18 30 25.38 -0.16 0.23
Nigeria 229 0.37 84 26.63 -0.93 0.35
China 286 1.87 533 1.92 -6.06 1.15
India 322 0.57 182 7.92 -1.73 0.47
Pakistán 325 0.39 128 11.11 -0.68 0.31
Indonesia 443 0.35 153 6.41 -0.14 0.23
Zimbabwe 598 0.77 463 5.58 -2.04 0.52
Egipto 709 0.54 380 1.98 -1.75 0.48
Rep. Pop. Dem. de Corea 889 2.06 1 834 -3.58 -9.10 1.62
México 1 715 0.55 943 -0.10 -1.46 0.43
Brasil 2 145 0.17 356 0.97 0.42 0.14
Sudáfrica 2 493 0.92 2 292 -2.72 -3.63 0.77
Venezuela 2 629 0.49 1 276 -0.39 -1.30 0.41
República de Corea 3 121 0.34 1 067 -0.64 -0.13 0.22
Polonia 1 700 1.96 3 338 -5.83 -7.39 1.36
Yugoslavia 2 700 0.52 1 403 -0.42 -0.99 0.36
U.R.S.S. 2 900 1.23 3 578 -3.79 -4.16 0.85
Checoslovaquia 2 400 1.71 4 110 -5.56 -6.28 1.18
Suiza 26 115 0.06 1 580 -0.12 1.04 -0.15 -0.30
Islandia 21 873 0.09 1 955 -0.22 0.91 -0.22 -0.44
Noruega 19 963 0.10 2 048 -0.26 0.85 -0.26 -0.51
Dinamarca 19 830 0.16 3 238 -0.54 0.58 -0.41 -0.81
Suecia 19 257 0.09 1 812 -0.21 0.89 -0.24 -0.47
Alemania 16 754 0.20 3 427 -0.69 0.40 -0.51 -1.02
Finlandia 18 070 0.16 2 925 -0.51 0.59 -0.41 -0.80
Luxemburgo 16 331 0.36 5 930 -1.38 -0.30 -0.91 -1.81
Francia 15 913 0.10 1 636 -0.22 0.85 -0.26 -0.51
Austria 15 441 0.11 1 717 -0.25 0.82 -0.28 -0.55
Países Bajos 14 521 0.17 2 428 -0.57 0.57 -0.42 -0.83
Bélgica 14 457 0.18 2.637 -0.55 0.50 -0.46 -0.91
Italia 13 176 0.13 1 691 -0.29 0.74 -0.32 -0.64
Reino Unido 12 024 0.23 2 707 -0.69 0.31 -0.56 -1.12
Irlanda 8 353 0.25 2 170 -0.68 0.18 -0.64 -1.26
España 7 452 0.15 1 123 -0.18 0.64 -0.38 -0.75
Grecia 4 619 0.31 1 437 -0.58 -0.07 -0.78 -1.55
Portugal 3 612 0.21 758 0.09 0.38 -0.53 -1.04
Turquía 1 293 0.50 649 1.36 -0.92 -1.26 -2.50
Japón 19 437 0.10 1 942 -0.25 0.87 -0.25 -0.50
Estados Unidos 18 434 0.28 5 112 -1.01 0.08 -0.70 -1.38
Canadá 16 056 0.26 4 221 -0.92 0.14 -0.66 -1.31
Australia 11 364 0.35 3 932 -1.16 -0.23 -0.87 -1.72
Nueva Zelanda 10 749 0.16 1 709 -0.33 0.60 -0.40 -0.79
OCDE 0.20 3 015 -0.62 0.43 -0.50 -0.99
Resto del mundo 0.55 639 0.80 -1.47 0.43
Mundo 0.34 1 112 -0.24 -0.24 -0.24
Fuente: Larsen y Shah (1994).
a Datos de 1987.
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gido personas tan respetadas como Herman Daly
(Goodland y Daly, 1992). Desde un punto de vista
puramente lógico, da la impresión de que todo ser hu-
mano debería tener el mismo derecho a utilizar la at-
mósfera (respetando los límites mencionados) y, por
lo tanto, todas las personas deberían tener el mismo
derecho a emitir. Podría matizarse la afirmación ante-
rior, si se considera oportuno, para tener en cuenta la
responsabilidad actual e histórica de las distintas so-
ciedades en la creación del problema (en el acervo de
desechos ya emitidos) y en su solución (manteniendo
ecosistemas que ayudan a reducirlos). Pero en cual-
quier caso, el principio subyacente no variaría: el re-
conocimiento de un mismo derecho al disfrute de los
servicios comunes de la naturaleza, que no debería
estar mediatizado por consideraciones de raza, rique-
za o cualquier otra variable que a alguien se le pudie-
ra ocurrir.24 Es probable que, como se ha señalado
repetidamente, los pobres vendan barato, pero barato
o caro, los cálculos que se han hecho con respecto a lo
que un esquema de este tipo supondría para los países
subdesarrollados deja poco lugar a dudas: como pue-
de comprobarse en el cuadro 2 (columna A) que mues-
tra para cada país las ganancias de participar en el
acuerdo —medidas por el incremento del PIB en el año
2000—, los países pobres se verían notablemente be-
neficiados. La factura la pagarían los países desa-
rrollados, que recibirían permiso para emitir un 25%
de sus emisiones proyectadas, y la mayor parte de
los países de ingresos medios y las economías emer-
gentes.
ii) Asignación de derechos en función del PIB pro-
yectado de cada país para el año 2000 con respecto al
PIB mundial (0.23 kg por dólar). Con este sistema pier-
den la mayor parte de los países de ingresos bajos y
medianos, así como las economías emergentes (colum-
na B), por lo que no estarían dispuestos a participar en
un esfuerzo conjunto de reducción de emisiones, que
favorecería a los países desarrollados.
iii) Asignación de derechos de manera que los
países subdesarrollados cubran sus emisiones proyec-
tadas para el año 2000. De esta forma, en principio, no
tendrían ninguna objeción. El resto de las emisiones
permitidas hasta llegar al tope propuesto se repartiría
entre los países de la OCDE en función, por ejemplo, de
sus emisiones pasadas o de cualquier otro criterio que
se considere aceptable. Los resultados de este sistema
(columna C) indican que muchos países subdesarrolla-
dos ganarían participando en un acuerdo de esta natu-
raleza. La razón es bien sencilla: el valor económico
de los permisos que podrían vender si no los utilizan,
superaría el costo de adoptar tecnologías menos con-
taminantes.
iv) Reducción unilateral de las emisiones por parte
de los países de la OCDE. Bajo este sistema (columna
D), los países desarrollados darían por supuesto que los
demás no van a tomar medida alguna, y reducirían
unilateralmente sus emisiones en consecuencia: exac-
tamente igual que en el caso anterior. La diferencia
estriba en que el mercado de permisos de emisión se
circunscribiría al ámbito de los países desarrollados
(participantes), lo que impediría explotar las ganancias
de eficiencia que supone el hecho de que los costos de
reducir las emisiones en los países subdesarrollados,
o de no utilizar los permisos que se les asignarían,
fuesen más bajos. Como resultado, el precio de cada
permiso pasaría de los 58 dólares señalados por Larsen
y Shah (1994) a 181.
En definitiva, si los permisos de emisión se repar-
ten de acuerdo con la primera o la tercera de las op-
ciones contempladas, éste parece ser un esquema mu-
cho más prometedor que los anteriores en el doble as-
pecto que venimos analizando. Por lo que toca al pro-
blema ambiental, en tanto, trata de alcanzar algunos
objetivos sociales que permitan la sustentabilidad glo-
bal; además, resulta ser un sistema compatible con
incentivos para adoptar tecnologías más limpias. Por
lo que respecta al problema de la pobreza, tiene la gran
ventaja de que, al tratarse de recursos globales y co-
munes, su disfrute no depende de la arbitrariedad con
que la naturaleza repartió sus “regalos”. Esto es algo
que parece más aceptable desde el punto de vista de
la equidad.25
25 Como se ha señalado insistentemente, para evitar un agravamiento
de los problemas de la pobreza es fundamental que las compensa-
ciones así recibidas no vayan a parar a manos de quien no lo nece-
sita. En este sentido, se ha recomendado materializar estas com-
pensaciones en una reducción de las cargas de la deuda externa, lo
que permitiría suavizar en gran medida los programas de ajuste y
los recortes presupuestarios que les acompañan, que de otra forma
serían necesarios (Rotillon y Tazdaït, 1996).
24 No conviene olvidar, sin embargo, el papel de la política con
respecto al crecimiento de la población: un esquema como el pro-
puesto privilegiaría la adopción de políticas natalistas, discriminan-
do en contra de aquellos países que están procurando o han procu-
rado contener el crecimiento poblacional, lo que puede resultar
éticamente inaceptable.
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Se han analizado en este trabajo las posibilidades que
ofrece la dotación ambiental y de recursos naturales de
los países y regiones subdesarrollados para aliviar el
problema de la pobreza, a través de la explotación de
las ventajas comparativas derivadas de esa dotación,
en el marco del comercio internacional y sin generar
una mayor degradación ambiental sino, por el contra-
rio, garantizando la sustentabilidad del sistema.
Cinco fueron los posibles esquemas estudiados, en
función de su contribución a resolver tanto los proble-
mas de la pobreza como los del deterioro ambiental:
i) El dumping ecológico, apoyado en una aparen-
te mayor disponibilidad a aceptar la contaminación por
parte de los más desfavorecidos. Se le rechazó desde
ambas perspectivas, como potencialmente nocivo para
el medio ambiente y como éticamente injustificable. Su
aparente racionalidad reposaba en dos premisas inacep-
tables: la mercantilización de la vida humana y una
contabilidad incompleta de sus verdaderos costos so-
ciales.
ii) La explotación de bienes que hacen uso inten-
sivo de los recursos naturales, tanto renovables como
no renovables, que tienen un precio de mercado. Al
respecto se destacaron los límites establecidos por la
sustentabilidad de la explotación en el primer caso, y
la equidad intergeneracional en el segundo. Se hizo
hincapié asimismo en que, en lo que hace a la solu-
ción del problema ambiental, esta rentabilización de los
recursos naturales sólo permite preservar aquellos que
prometen un rendimiento financiero superior a la tasa
de interés del mercado, ya que en el proceso de toma
de decisiones no se computan las externalidades am-
bientales positivas generadas por el recurso.
iii) La explotación financiera de determinados
servicios de los espacios naturales. Se les miró como
focos de un determinado tipo de turismo comprometi-
do con el medio ambiente, que permitiría obtener un
rendimiento económico de las llamadas “catedrales de
la naturaleza”, siempre que fueran gestionadas adecua-
damente, y como materia prima para la investigación,
sobre todo de la industria farmacéutica. El doble pro-
blema que presentan los dos casos analizados en este
epígrafe es que, desde el punto de vista ambiental, no
resuelven la situación de todos aquellos activos am-
bientales que generan externalidades positivas muy
importantes (en algunos casos, esenciales) pero que no
tienen un valor apropiable. Desde la perspectiva del
problema de la pobreza, la solución que ofrecen está
en función de cómo ha tenido a bien la naturaleza re-
partir sus dones.
iv) El cálculo del valor económico generado por
las externalidades ambientales de distintos activos y
ecosistemas, para proceder al pago correspondiente en
favor de sus administradores. Este es un esquema
mucho más potente para dar solución al problema
ambiental, ya que valoriza todos los activos y todas sus
funciones ambientales con independencia de que, gra-
cias a la posibilidad de exclusión, se pueda cobrar un
precio por sus servicios. Desgraciadamente, frente al
problema de la pobreza choca con la misma limitación
que el esquema anterior.
v) Y, por último, el esquema que en nuestra opi-
nión resulta más prometedor para resolver los dos pro-
blemas planteados: la comercialización de los derechos
a utilizar los recursos ambientales comunes y, en con-
creto, la capacidad de la atmósfera (y la biosfera en
general) de absorber desechos. Una gestión suprana-
cional del tema de las emisiones a la atmósfera, por
ejemplo, no sólo permitiría resolver un problema am-
biental muy grave, sino que con el esquema planteado
pondría a disposición de los países y regiones más
desfavorecidos recursos financieros muy importantes,
con casi total independencia de la suerte que hayan
tenido en el reparto de los dones de la naturaleza.
El análisis anterior valoriza económicamente las
funciones ambientales de los recursos naturales y los
ecosistemas, poniéndoles un precio para que se actúe
en consecuencia. Esto puede resultar inaceptable para
quienes rechazan la mercantilización del medio am-
biente, considerando que en sus relaciones con la bios-
fera el ser humano no debería reducir ésta a la calidad
de mercancía (Anderson, 1993, cap. 9). Sin ocultar
nuestra simpatía por este tipo de planteamientos, con-
viene recordar sin embargo que lo que se busca es que
quienes lo necesitan rentabilicen las funciones ecoló-
gicas de los distintos ecosistemas para hacer más efi-
ciente su salvaguardia, compensando a quienes tendrían
que renunciar a su explotación comercial. En este sen-
tido, las decisiones sobre su preservación no se dejan
en manos del mercado y su disfrute obviamente es
compartido, características ambas que contradicen su
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pretendido carácter de mercancía. Como es natural,
aquellos esquemas menos prometedores en ambos
campos son los que ya están en marcha. Los dos últi-
mos analizados, que requieren no sólo de un marco
institucional supranacional sino del sacrificio de los
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